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La Historia 
los juzgará 


No son solo 4 temas, hemos identificado más 
de 130 puntos críticos del leonino contrato 
minero por los cuales los panameños lo 
rechazamos rotundamente 


Panamá, octubre de 2023 


Presentación 


Esta obra desenmascara la maniobra del Ejecutivo y de 
la Asamblea de reducir a solo 4 temas el rotundo rechazo 
popular al leonino contrato minero que ahora pretenden 
imponer maquillado. 


Nada de eso resolverá el problema de fondo. Y es que 
este contrato tiene más vicios de inconstitucionalidad que el 
anterior. 


En sus 62 cláusulas hemos logrado identificar casi 140 
puntos de inconstitucionalidad y de ilegalidad los cuales 
reunimos en este trabajo. 


El proceder del Gobierno y la Asamblea, junto a la negativa 
de la Corte Suprema de Justicia de no exigir el acatamiento de 
su propio fallo de inconstitucionalidad, demuestra su interés 
de imponer el contrato minero a toda costa y en contra del 
sentir de las grandes mayorías. Así alinea el poder económico 
los poderes del Estado. 


El pueblo soberano, ante estas circunstancias, tiene todo el 
derecho a rebelarse por lo que sin duda es un desacato a la 
voluntad popular y al fallo de inconstitucionalidad de la Corte. 


Este esfuerzo es un reconocimiento a todos los panameños 
que, gracias a su participación en el primer debate de la 
Asamblea, en medios de comunicación y foros lograron 
despertar la conciencia patriótica del pueblo panameño. 


a asamblea y el Gobierno, quieren reducir el abrumador 

rechazo del pueblo a solo cuatro temas que, de seguro, ya 

habían negociado con la empresa minera, para maquillarlo 
e imponerlo en un madrugonazo, como lo comprueba la decisión 
del Consejo de Gabinete del 10 de octubre. Sospechamos que 
los mismo fueron incluidos de manera intencional con el propósito 
posterior de supuestamente enmendarlos y dar la impresión que 
con ello el contrato se estaría mejorando. 


Según la resolución 02 del 28 de septiembre de 2023 emitida por 
la Comisión de Comercio y Asuntos Económicos de la Asamblea 
Nacional de Diputados, que propone ajustes al proyecto de ley 
del contrato de concesión entre el Estado de Panamá y Minera 
Panamá o proyecto de ley 1043 señala que producto de las 
consultas se manifestó inconformidad sobre algunos temas que 
reducen a cuatro. 


A saber: 


[O El derecho que se le otorga a la concesionaria de solicitar 
a la Autoridad de Aeronáutica Civil, que emita restricciones 
de vuelo temporales o permanentes a terceros sobre el área 
de concesión hasta 3000 metros de altura sobre el nivel del 
mar, considerándolo una violación a la soberanía nacional. 

O El contrato expresa cómo la empresa Concesionaria puede 
adquirir, arrendar o usufructuar tierras del Estado o de 
propiedad privada, dentro o fuera del área de concesión, 
comprometiéndose el Estado a expropiar las tierras 
necesarias de no llegarse a un acuerdo con los propietarios, 
causándole preocupación a los residentes del área, ya que 
consideran que en cualquier momento sus tierras pueden 
ser expropiadas y ser otorgadas a la empresa concesionaria. 

O Que se hace necesario la revisión de la cláusula 
quincuagésima del contrato, en cumplimiento de la Ley 23 
de 2015 y sus modificaciones, referente a los Beneficiarios 
Finales. 

[O En los considerandos que motivan este contrato se 
determina que el mismo, pueda ser utilizado como marco 
de referencia para futuras concesiones similares, lo cual 
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La fórmula presidencial de la Vida Digna. 


generó preocupación en la población. 


Pero, no, el pueblo ha dicho mucho más. El análisis de las 
distintas intervenciones de panameños dignos en el primer debate 
de la Comisión de Comercio y Asuntos Económicos de la Asamblea 
Nacional de Diputados, así como en las comunidades de San 
Miguel de La Borda en Donoso, Coclesito en el distrito minero de 
Omar Torrijos, en Colón y en Sabaneta, Llano Largo, en La Pintada, 
Coclé, celebrado entre el 28 de agosto y 7 de septiembre de 2023, 
al igual que la lectura de documentos publicados, en especial 
la serie y el documental “Las Venas Abiertas de Panamá” de 
FRENADESO, los sustentos de los recursos legales presentados 
por reconocidos profesionales del Derecho y los aportes en foros y 


medios de comunicación, nos permiten hacer el siguiente resumen. 


Reducir el rechazo a solo cuatro temas por parte de la Asamblea 
es una burla a los panameños que participaron del primer debate 
y a los miles y miles que se manifestaron y lo siguen haciendo en 
las calles. 


Pedimos disculpas por no citar los nombres ni dar los debidos 
créditos, pero nos parecía una injusticia omitir o dejar por fuera a 
algunos de estos patriotas. Lo importante es que el conocimiento 
y el amor a la Patria de todos ellos los necesitaremos para esta 
nueva etapa que se abre en esta gran batalla en defensa de la 
soberanía y la dignidad nacionales. 


En estos puntos coincidieron, al margen de diferencias ideológicas 
y políticas, y de puntos de vista diferentes sobre la misma actividad 
minera, un importante grupo de panameños a título personal o 
representando organizaciones sociales y gremiales. 


También se pronunciaron, en tal sentido, la Iglesia Católica a través 
de la Conferencia Episcopal Panameña, iglesias evangélicas, las 
organizaciones populares y sociales, la inmensa mayoría de los 
sindicatos, los gremios de profesionales, periodistas, ambientalistas, 
las organizaciones estudiantiles y juveniles, los pueblos originarios, 
campesinos, comunitarios, promotores de la salud, organizaciones 
de la mujer, defensores de los derechos humanos, la Universidad 
de Panamá y otras universidades. 


Cabe resaltar que este contrato leonino solo fue respaldado por 
representantes de la minera, en especial empleados administrativos, 
por las cúpulas de gremios empresariales y algunos dirigentes de 
partidos corruptos tradicionales, sin mayores argumentos. No lo 
hicieron los directivos de la empresa ni los altos funcionarios del 
Gobierno que prohijaron el contrato ni los supuestos negociadores 
que nunca dieron la cara. 


Más de 130 puntos críticos del contrato minero: 


Jurídico/Político 


1. 
2. 


Estamos ante una aberración jurídica. 

En primer lugar, al insistir el Gobierno en negociar con 
First Quantum Minerals Ltd. (FQM) o Minera Panamá 
una contratación directa, sigue incurriendo en desacato 
en relación al fallo de inconstitucionalidad de diciembre 
de 2017, el cual está en firme desde 2018, hace 5 años, 
cuando las partes fueron debidamente notificadas del 
mismo. 

A partir de esa fecha la minera canadiense viene 
operando sin contrato, extrayendo y exportando 
valiosos recursos minerales, sin pagar un solo centavo 
a Panamá. 

La posición de la Corte al no exigir el cumplimiento de 
su propio fallo ni admitir demandas de desacato abunda 
en la configuración de un Estado fallido en Panamá. 

El Ejecutivo y la Asamblea insisten en aprobar un contrato 
a sabiendas que tiene más vicios de inconstitucionalidad 
que el anterior. 

Se han interpuesto ya dos recursos en la Corte en espera 
de ser resueltos, uno de nulidad y otro de advertencia 
de inconstitucionalidad. 

Se han interpuesto querellas contra el Presidente de 
la República, Laurentino Cortizo, contra la presidenta 
de la Corte Suprema de Justicia, María Eugenia López 
Arias, contra el Procurador General de la Nación, 
Javier Caravallo, y una demanda histórica contra First 
Quantum Minerals (FQM) por un billón de dólares, es 
decir, un millón de millones. 

El presidente de la Comisión de Gobierno y Justicia, 
el diputado del PRD, Roberto Ábrego, es juez y parte, 
dirige el primer debate habiendo integrado el llamado 
equipo negociador. 

La resolución aprobada por la Comisión de Comercio 
y Asuntos Económicos de la Asamblea es ilegal, pues 
de solicitarse la suspensión, se requería, según el 


FRENADESO: 
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El pueblo exigió referéndum democrático para decidir si Panamá es un 


10. 


11. 


12. 


13; 


país minero o no.. 


reglamento interno de la Asamblea, 2/3 de los votos y 
no mayoría simple, como ocurrió, 5 votos a favor y 4 en 
contra. 

Y es inconstitucional esta resolución dado que lo que 
correspondía era la aprobación o improbación del 
contrato. 

Hay que observar que algunos juristas señalaron que al 
limitarse a la Asamblea a aprobar o improbar el contrato 
es violatorio a la Constitución en cuanto a las facultades 
de ese órgano del Estado. 

Amplios sectores demandaron y exigen que sea el 
pueblo el que decida en un referéndum, en igualdad de 
condiciones, si quiere un país minero o no. 

Las negociaciones ilegales con la minera ya le han 
costado a Panamá más de 6 millones de dólares, 
especialmente en pagos a firmas de abogados y 
consultores internacionales y a bufetes locales que 
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16. 


17. 


18. 


19. 


20. 


21. 


22. 


actúan como verdaderos Bunau Varilla, solo que, con 
cédulas panameñas, cuánto más nos costará ahora. 

El nombramiento del equipo negociador anunciado por 
el Gobierno careció de sustento legal. 

Según lo dicho por uno de los llamados negociadores, 
Marcel Salamín, ellos quedaron reducidos a simples 
asesores, habiendo asesores chilenos apegados a los 
intereses de la empresa que tenían la estrategia de 
negociación. 

De acuerdo a Salamín los funcionarios panameños en la 
mesa de negociación parecían representar a la Minera y 
no a Panamá, en un claro delito de lesa Patria. 

Según el mismo ex negociador, funcionarios del MICI 
dijeron que el cobre le pertenecía a la empresa que 
lo explotaba y no a Panamá, contradiciendo lo que 
establece Constitución y dando una idea de que estos 
funcionarios actuaban en verdad en función de la 
empresa. 

Todo esto hace suponer que el Gobierno no negoció 
nada, sino que simplemente firmó un documento 
elaborado por la empresa minera con sus socios locales. 
El contrato fue firmado y refrendado por la Contraloría 
sin una resolución que exceptuara al ministro del MICI 
de realizar un acto público. 

Tanto el Contralor como el ministro incumplieron sus 
deberes como funcionarios e incurrieron en traición a 
la patria, por lo cual han sido denunciados penalmente. 
La resolución que autoriza al ministro a firmar el contrato 
no fue acompañada por el contrato para su publicación 
en Gaceta Oficial como lo mandata la ley. 

Desde 1995, y antes, con el apoyo de la firma Morgan y 
Morgan, el Clan Boyd, parientes y socios, conformaron 
una asociación ilícita para delinquir que les permitió en 
el Gobierno de su pariente Ernesto Pérez Balladares y 
su esposa Dora Boyd, otros Boyd en el Gabinete y otros 
órganos del Estado, hacerse del leonino contrato, Ley 
9 de 27 de febrero de 1997, declarado inconstitucional 
por el pleno de la Corte Suprema de Justicia más de 20 
años después, el 22 de diciembre de 2017. 
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29. 


30. 


31. 


32. 


Que esa asociación ilícita permitió a la minera quedarse 
con más de 700 hectáreas de tierras nacionales 
traspasadas de reforma agraria a sociedades de los 
Boyd antes de concluir el Gobierno de Pérez Balladares. 
Hoy, el ministro de Comercio e Industria, Federico Alfaro 
Boyd, muy afanado en aprobar el contrato y convertir a 
Panamá en un país minero, es parte de ese clan. 

El Gobierno ha permitido el chantaje y cedido a las 
amenazas de la transnacional y sus socios locales que 
tienen representantes en ambos lados de la supuesta 
mesa de negociación. 

Este chantaje contempla lo del arbitraje internacional 
y la llamada seguridad jurídica que no pueden ser 
alegados por la empresa toda vez que ellos compraron 
a un tercero una concesión que sabía que tenía 
recursos de inconstitucionalidad sin resolver y aún así 
decidieron invertir en el proyecto con el compromiso que 
la asociación ilícita para delinquir resolvería cualquier 
problema dado los nexos que tenían y tienen con los 
poderes del Estado. 

Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia nunca 
exigieron la publicación del fallo de inconstitucionalidad 
y demoraron cuatro años para resolver los recursos de 
aclaración interpuestos por la firma Morgan y Morgan en 
2018 y, en el caso del MICI, en 2019. 

Se pretende reglamentar un contrato ley, lo que no 
corresponde por su naturaleza. 

Este contrato pretende ser retroactivo para legalizar las 
operaciones sin contrato desde 2018 a la fecha, es decir 
hace 5 años, permitiendo con ello que la empresa no 
pague un solo centavo a Panamá, ni siquiera lo mínimo. 
El contrato no es solo de concesión minera, sino 
también de concesión portuaria, desarrollo urbanístico, 
concesiones eléctricas, etc. 

El Estado le permite a la concesionaria hacer negocios 
con esas concesiones, es decir, por ejemplo, cobrarle 
a terceros como usuarios del puerto, sin que el Estado 
reciba ningún ingreso por ello. 

El Estado en este contrato no acata varios convenios 
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37. 


Marcha del Pueblo Unidio a la Presidencia el 12 de octubre de 2023. 


internacionales suscritos por Panamá. 

Este contrato viola la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el Protocolo 
Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y los derechos al acceso 
a la información, a la participación pública y el acceso a 
la justicia en asuntos ambientales. 

Este contrato viola seis Códigos, el judicial, laboral, 
minero, comercial, agrario y penal. 

Viola, entre muchos otros, el artículo 163 de la 
Constitución Política que dice, “Es prohibido a la 
Asamblea Nacional: Expedir leyes que contraríen la 
letra o el espíritu de esta Constitución”. 


Este contrato viola el artículo 259 de la Constitución 
Política de Panamá que establece “que las concesiones 
para la explotación del suelo, del subsuelo, de los 
bosques y para la utilización de agua, de medios de 
comunicación o transporte y de otras empresas de 
servicio público, se inspirarán en el bienestar social y el 
interés público”. 


No hay nada en el contrato que defina qué es Minera 
Panamá, si es parte de un grupo o grupos de sociedades, 
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Nos están robando el agua. 


si es filial de otra empresa o su vinculación con First 
Quantum Minerals. 

El Estado queda en indefensión, tiene que aceptar las 
solicitudes de la minera y si no responde a tiempo se da 
por hecho que acepta las mismas. 

Este contrato parece más un relación entre Estados y no 
entre el Estado que es dueño de los recursos mineros y 
una empresa privada. 

Lo que es peor, el Estado nacional queda subordinado 
a la empresa. 

El Gobierno ha gastado millones de dólares en publicidad 
engañosa, más lo invertido por la empresa que también 
pagamos los panameños, incurriendo, además, en 
apología del delito. 

Se producen graves violaciones laborales. 

Cuando se considere haya un vacío legal en materia 
laboral regirá lo que decida la empresa. 

Se permite un porcentaje inconstitucional de contratación 
de mano de obra extranjera, violatorio del Código de 
Trabajo, como ya sucedió, por ejemplo, en lo referente 
al tráfico de seres humanos, el negociado de visas y 
la contratación de mano de obra extranjera por encima 
del porcentaje contemplado en la legislación laboral 
panameña. 

Es insólito el caso de un contrato donde el Estado 
acuerda con la transnacional cómo utilizará las regalías 


y creará un fideicomiso. 

46. Este contrato aumenta en demasía las facultades y 
derechos de la minera y las obligaciones del Estado. 

47. Como está el contrato la minera puede pedir tierras del 
Estado fuera del área de concesión. 

48. Podrán expropiarse tierras propiedad de humildes 
campesinos para pagar lo que le venga en ganas a la 
minera por ellas y el Estado expropiará a favor de la 
empresa. 

49. El Estado asume la responsabilidad de la defensa de 
la Concesionaria, Afiliadas y cesionarios en caso de 
demandas de terceros y la indemnizará por fallos en su 
contra. 

50. El funcionario que no acceda a la brevedad a las 
solicitudes de la minera será sancionado. 

51. Una de las llamadas afiliadas de la minera tendrá el 
derecho exclusivo de exploración de otros minerales 
fuera del área actual donde hoy se extrae el cobre 
concentrado. 

52; Se utiliza la vulgar mentira que este contrato leonino y 
altamente peligroso para la Nación es necesario para 
preservar puestos de trabajo. 
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Entrega de carta y de este documento a la Presidencia. 
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58. 


59. 


60. 
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62. 


63. 


Se amplía la prolongación del contrato por dos periodos 
de 20 años y un último periodo indeterminado, es decir, 
hasta que se sequen las venas abiertas de Panamá. 

El Estado construirá una oficina para solo 6 funcionarios 
que tendrán que pedirle permiso a la empresa para 
realizar inspecciones. 

Corea del Sur y otros países son partícipes del proyecto 
en violación a la Constitución. 

Nunca se conocerán los verdaderos accionistas, 
encubriendo con ello a los accionistas nacionales. 

Para la pronta aprobación del contrato, lo más seguro es 
que la minera, como es su costumbre, pagará sobornos 
y coimas a politiqueros sedientos de dinero para sus 
campañas electorales, de allí el apuro en la aprobación 
del contrato. 

De acuerdo a la cláusula 46 del contrato ningún cambio 
posterior al Código Minero ni a ninguna otra ley de 
considerársele contrarios al contrato se le aplicará. 
Nada es modificable en el contrato salvo la ampliación de 
derechos a la minera en base al derecho internacional, 
y no a las leyes nacionales, sin precisar las normas 
internacionales a las que se refiere. 

El Estado no pacta con el verdadero dueño de la empresa, 
First Quantum Minerals, sino con Minera Panamá S.A., 
quien luego puede vender su participación a un tercero 
y desaparecer. 

El contrato no lo firma el Presidente ni su gerente 
general de la sociedad, sino el Secretario a quien se 
le da un poder especial mediante resolución de la 
Junta Directiva de la empresa que no está registrada 
en el Registro Público ni tampoco está protocalizada en 
escritura pública. 

Se da amplio derecho de la minera a ceder el contrato 
sin que en ello haya participación alguna del Estado. 

El contrato lo firman los representantes cuyos familiares 
pertenecen a varias de las llamadas afiliadas, entre 
estas, Reserva Natural Privada Río Caimito S.A. y 
Exploraciones Geológicas S.A. donde son también 
accionistas los bufetes de abogados Morgan & Morgan y 
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Alcogal, que junto a Ebrahim Asvat y otros, se prestaron 
para esta traición y la adquisición de tierras nacionales 
que luego quedaron en propiedad de la minera. 

Existe conflicto de intereses al tener el presidente 
Laurentino Cortizo como vicepresidente al precandidato 
presidencial del PRD, José Gabriel Carrizo, ex 
lugarteniente de Richard Fifer y relacionado con los 
accionistas de Broadway Strategic Minerals S.A. que 
tiene los derechos sobre la mina de oro de Molejón. 

La aprobación de este proyecto abrirá las puertas a 
otros proyectos mineros a nivel nacional como Cerro 
Colorado, Cerro Quema, Santa Rosa, etc. 


Económico/Fiscal 
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67. 


Cualquier cambio en el futuro en materia fiscal a nivel 
nacional no aplicará en el enclave. 

Panamá recibirá ridículos ingresos que lo quieren hacer 
ver como la gran cosa y que no serán los cacareados 
375 millones, sino menos por los 750 millones de 
dólares que recibirá la empresa por incentivos fiscales 
que lo deducirá de las regalías anuales y que en ciertas 
condiciones regresaremos al ignominioso 2% para 
Panamá y 98% para la empresa. 


Los trabajadores en lucha. 
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El contrato concede a la empresa un periodo de 
suspensión de operaciones por 48 meses o 4 años 
durante los primeros 20 años y otro similar en el segundo 
periodo de 20 años, con solo notificar al Estado, por 
bajas del precio del cobre en el mercado internacional 
O alzas imprevisibles de costos hagan que no sea 
económicamente rentable la explotación del proyecto. 
Es insólito el caso de un contrato donde el Estado 
acuerda con la transnacional cómo utilizará las regalías 
y creará un fideicomiso. 

Las exoneraciones tributarias y otras prerrogativas 
para la empresa, se otorgan también a las llamadas 
empresas afiliadas. 

Se le pagará a la empresa minera por agotamiento de 
la mina por un recurso que nos pertenece como nación 
con una deducción de hasta 70% de la “renta neta 
gravable”. 

No hay financiamiento para el cierre, por lo tanto, 
corresponderá al Estado hacerlo. 

Se le garantiza a la empresa enormes márgenes de 
ganancia, lo cual fue admitido por funcionarios del MICI. 
La empresa pagará solo un 5% por el oro, la plata y 
otros minerales que explote. 

Hasta que el nuevo contrato no se publique en la Gaceta 
Oficial, la minera y sus afiliadas se les exonera de los 
impuestos de importación. 

El monto de la Fianza es inferior al monto del supuesto 
Ingreso Mínimo Garantizado y su ejecución está 
condicionada a un “Incumplimiento Sustancial”. 

Se justifica este contrato como una necesidad para 
aumentar el porcentaje de un crecimiento económico 
que solo beneficia a unos pocos. 

Este contrato servirá de aval para contraer más deuda 
pública a la descomunal deuda que ya tenemos, más de 
45 mil millones de dólares. 

Si el Estado le quita el proyecto a la mina por 
incumplimientos tendrá que pagarle el valor en libros de 
la mina. 

Con certeza no se sabe el total de minerales que la 
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84. 


85. 


minera está extrayendo porque hasta ahora la única 
fuente es la minera. Las estimaciones se han basado 
en datos de la propia empresa, aunque es posible que 
haya sub declaraciones de los minerales extraídos. 
Con la aprobación de este contrato se busca legalizar 
el robo de unas 7,500 hectáreas por parte de la minera 
utilizadas para su tina de relave fuera del área de 
concesión. 

Se presentaron irregularidades de la minera a su favor 
en la calibración de las pesas y balanzas utilizadas para 
medir la carga a transportar minerales y esto sigue en 
la impunidad. 

Panamá dejó de percibir importantes ingresos por las 
ridículas regalías del 2% para Panamá y 98% para la 
minera, mientras el promedio en otras latitudes es arriba 
del 40%. Según medios noticiosos en el año 2021 
Zambia recibió de FQM 1,135 millones de dólares en 
regalías e impuestos en comparación a 62 millones de 
Panamá, pero ni siquiera esa cifra está registrada en la 
Dirección General de Ingresos (DGI). 

En este contrato prevalecen la rentabiidad de la 
empresa, la máxima ganancia, no la vida ni la salud ni 
los intereses nacionales. 

El proyecto de ley 1043 contradice la Ley 352 de 18 de 
enero de 2023 que establece la política agropecuaria de 
Estado y dicta otras disposiciones. 


Socio/Ambiental 
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Uno de los principales elementos que no se toman en 
consideración es que la minería a cielo abierto es uno 
de los principales factores del cambio climático que hoy 
afecta al mundo. 

El pueblo en la consulta del llamado Pacto Bicentenario 
Cerrando Brechas convocado por el Gobierno, se 
pronunció por una moratoria de la minería metálica. 
Ese mismo pacto identificó “la deficiente capacidad 
técnica y poca asignación presupuestaria para fiscalizar 
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100. 


101. 


la actividad minera. La explotación extensiva e intensiva 
de amplias zonas boscosas dedicadas actualmente a 
la explotación minera está colocando nuestras cuencas 
hidrográficas en una zona de riesgo crítica, lo que crea 
un reto para la sostenibilidad ambiental como país”. 

Se perpetrará un crimen aún más abominable en un 
vasto territorio del Corredor Biológico Mesoamericano, 
ecocidio: “cualquier acto ilícito o arbitrario perpetrado 
a sabiendas de que existen grandes probabilidades de 
que cause daños graves, extensos o duraderos al medio 
ambiente” (Diccionario Jurídico). 

Se impide la debida fiscalización ambiental en la mina 
de una empresa que ya tiene más de 150 incidencias de 
incumplimiento. 

Para generar energía la empresa utiliza carbón altamente 
contaminante y se plantea buscar alternativas, pero la 
empresa solo lo haría si le es rentable. 

Existe grandes riesgos de que la tina de relave se 
desborde con la inmensa contaminación que causaría. 
Siendo un nuevo contrato no se obliga a la empresa a 
realizar un nuevo estudio de impacto ambiental. 
Tampoco se ha hecho una evaluación sobre los daños 
causado al ambiente en el desarrollo del proyecto. 

Se ignora experiencias previas como las minas de 
Molejón, Santa Rosa y El Remance, que fueron 
abandonadas dejando los ríos contaminados, pueblos 
en ruinas y la población con afectaciones en su salud. 
Si hay discrepancia en el monitoreo de calidad de agua 
del Ministerio de Ambiente y la empresa, se tendrá que 
buscar a un tercero que las dirima. 

Lo que la minera pagará por el uso agua es ridículo. 

Se amenazan las fuentes de agua de las comunidades, 
incluidas las que abastecen al Canal. 

Se violan al menos 20 acuerdos internacionales sobre 
ambiente y cambio climático suscritos por Panamá. 

Se va a devastar una zona, casi 15 veces más grande del 
tamaño de la superficie arrasada por la onda expansiva 
y el fuego de la bomba atómica en Hiroshima. 

Se contempla una ampliación del proyecto a 17,780.38 
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Hay que pararles el relajo, la lucha no se detiene. 


hectáreas, lo que serían casi 20 mil hectáreas para 
explotación minera en esa misma área del Corredor 
Biológico Mesoamericano, si incluimos Molejón. 

El uso de enormes cantidades de agua, afecta la 
disponibilidad de este recurso para el consumo humano, 
así como el caudal de los ríos, las camas de los ríos se 
reducen y afecta la fertilidad de los suelos, además de 
la vida acuática (peces, camarones, etc.) 

El uso del agua de lluvia que pudiera argumentarse, no 
es capaz de garantizar la continuidad del agua requerida, 
pero, además, toda captura de agua de lluvia significa 
impedimento que la misma contribuya a la existencia de 
las cuencas y afluentes de agua correspondiente. 

Se ha señalado la desaparición de al menos dos ríos y 
el desvío del cauce de otros, así como la canalización 
por tuberías de agua de los ríos para el procesamiento 
del mineral. 

Considerando el volumen de procesamiento de material, 
y tomando en cuenta las experiencias de otras minas 
de América Latina y el mundo, la minera podría estar 
utilizando un mínimo de 50 mil millones (50,000,000,000) 
de litros de agua por año y tres millones de millones 


(3,000,000,000,000) de litros de agua en 60 años. 
Una exigua valoración de 10 centavos el litro de agua 
supondría un valor de 300,000 millones de dólares, lo 
que aumentaría con el precio del litro de agua. 

106. El impacto del Drenaje Ácido es uno de los impactos 
más dañinos por su duración y persistencia. En 
Inglaterra, minas abandonadas hace 200 años, así 
como en los Estados Unidos, son fuente actual de 
contaminación por drenaje ácido. Los billones de 
litros de agua utilizados en el procesamiento de los 
minerales, con los químicos correspondientes, en su 
mayor parte son revertidos al suelo, con contenidos 
altamente contaminantes, tantos de químicos como 
de metales pesados, ambos componentes que son las 
principales fuentes de contaminación de las fuentes de 
agua subterráneas y superficiales, produciendo además 
daños a los suelos y afectándoles su capacidad de 
producción. Estos daños a la salud, la proliferación 
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de enfermedades y aceleramiento de la muerte de los 
pobladores y, en general, de todos los panameños, 
tienen un costo incalculable por las pérdidas de vidas 
humanas y deterioro de las capacidades productivas de 
la población. 

El Drenaje Ácido no solo contamina fuentes subterráneas 
y superficiales de agua, debido a la cantidad enorme 
de agua contaminada con químicos y metales pesados 
que son revertidos al suelo, sino también debido a la 
acumulación de millones de toneladas de material 
contaminado con químicos y con metales pesados, 
tales como como el arsénico, el cobalto, el cobre, el 
cadmio, el plomo, la plata y el zinc, contenidos en las 
rocas excavadas o expuestas en la superficie. Los 
metales son extraídos y llevados río abajo, mientras 
el agua lava la superficie rocosa. Además, el material 
extraído entra en contacto con el agua y la atmósfera, 
produciendo gases sulfurados, con profundos impactos 
contaminantes. Se estima que la extracción de una 


Un solo grito en la calle, aceras y balcones, no al contrato minero. 
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tonelada de cobre resulta en 150 toneladas de materialde 
desperdicio contaminado, el cual es fuente permanente 
de contaminación por drenaje ácido debido a que las 
constantes lluvias a la que está expuesto el material, 
lava interminablemente los químicos y metales pesados 
llevándolos a las fuentes subterráneas y superficiales 
de agua. 

La contaminación de las fuentes de agua impone a 
las futuras generaciones, costos enormes, que ya 
otros países experimentan sistemáticamente, para el 
tratamiento de la contaminación de dichas fuentes de 
agua. Inglaterra ha implementado distintos programas 
para el tratamiento de las aguas contaminadas por 
minas abandonadas, que desde los años ochenta 
podrían sumar más de 100,000 millones de dólares, y 
aún los programas continúan, encareciendo la vida de 
los habitantes. 

La extracción de dicho material también tiene 
consecuencias cuya valoración sobre la vida humana es 
incalculable. Son incontables los casos de contaminación 
de las aguas como resultado de la minería, así como el 
costo que ocasiona a la sociedad el tratamiento de las 
fuentes de aguas contaminadas; los Estados Unidos, 
Inglaterra, e incluso Canadá, sin mencionar a África, 
continente más afectado por la escasez de agua y 
que incluso la Organización de las Naciones Unidas 
promueve la compra de agua embotellada para regalar 
a las comunidades africanas. 

La destrucción de grandes extensiones de bosques 
vírgenes, con enormes cantidades de dióxido de carbono 
(CO2) capturados, y liberados a la atmósfera debido a la 
tala, también tiene un costo debido a sus efectos sobre 
el recalentamiento del planeta (el denominado cambio 
climático) y sus consecuencias en los distintos planos 
de la vida. En el caso de Panamá ya se ha advertido 
la cantidad de islas y parte de la costa panameña, que 
desaparecerán debido al aumento del nivel del mar 
como resultado del deshiele de los polos por el aumento 
de la temperatura de la tierra. 
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Se añaden, además, las emisiones de CO2 de las dos 
plantas de energía a base de carbón, con capacidad 
total de 320 MW/h. El carbón es uno de los mayores 
contaminantes y emisores de CO2 equivalente, y 
responsable mundial de la mayor emisión de gases de 
efecto invernadero que impacta el cambio climático. El 
carbón representó más del 40 % del crecimiento global 
de las emisiones de CO2 en 2021. 

Las emisiones resultado del uso de los camiones de 
grandes dimensiones. Un camión utilizado en la minería 
a cielo abierto puede consumir 7,000 litros de diesel 
diarios, lo que equivale a emitir 10,000 toneladas de 
CO2 por camión. Para el volumen de material la mina 
podría estar utilizando un promedio de 50 camiones de 
400 a 500 toneladas, lo que supondría una emisión de 
30 millones de toneladas de dióxido de carbono en 60 
años. Otro impacto equivalente proviene del uso del 
aceite en los camiones, que podría significar el uso de 
15 millones de litros de aceite, lo que podría duplicar 
a 60 millones de toneladas las emisiones de COZ2, 
agravando la situación del cambio climático. 

La apropiación y destrucción de más de 7,500 
hectáreas de tierra pertenecientes al corredor biológico 
mesoamericano de alta boscosidad y biodiversidad, 
para la instalación de las tinas de relave de la mina. 
Esta destrucción es absoluta, y todos los servicios 
ambientales que tal área boscosa y biodiversa, así 
como en las más de 10 mil hectáreas deforestadas por 
la minera, se pierden. En Inglaterra, por ejemplo, se ha 
valorado los servicios ecosistémicos que proporcionan 
el entorno marino y costero, estimándose en 270 mil 
millones de dólares. 

El agua caliente que la minera vierte al mar, utilizada para 
el enfriamiento de las turbinas de la planta de energía 
a base de carbón, tienen un impacto dramático en el 
ecosistema marino. Este hecho ha sido denunciado por 
las propias comunidades del área, sin que Mi Ambiente, 
haga algo al respecto. La minera actúa impunemente 
causando cualquier daño ambiental. 


Nuestro futuro 
está en peligro. 


115. La sedimentación y erosión de los suelos afecta la 
fertilidad de los mismos y su capacidad productiva, 
afectando fuentes de alimentación de los pobladores. 
El desarrollo de la minería destruye y debilita las 
posibilidades de otros procesos de producción, lo 
que implica pérdida de producto potencial, saludable 
(sin contaminación) y un desarrollo sostenible, que 
regenere el entorno ambiental (los hábitats) y prevea las 
necesidades de las generaciones futuras. 


Socio cultural 


116. Se han producido ya graves impactos socioculturales 
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generados tras la incursión de la minería a gran 
escala como la fragmentación del tejido social de las 
comunidades 

El desplazamiento forzoso de población. 

Despojo de tierras a campesinos en base a amenazas, 
engaños y chantajes. 

Impedimento del libre tránsito de las comunidades. 
Represión y violación de derechos humanos contra 
manifestantes opuestos al proyecto. 

Afectaciones al patrimonio histórico y cultural. 

Las comunidades no tienen agua, no hay plantas 
potabilizadoras, se abastecen de los ríos y quebradas. 
Pérdida de riquezas arqueológicas. 

Muertes de trabajadores y otros con graves secuelas 
por COVID-19 al incumplir la mina con las medidas 
sanitarias lo que creó un clúster del virus en el proyecto 


Uniudad de las fuerzas populares, patrióticas, democráticas y progresistas 
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y muchos trabajadores se vieron obligados a escapar de 
los campos de concentración en que se convirtieron los 
campamentos, prueba del enclave que se constituyó. 
No se hace promoción de la salud ni promoción de la 
enfermedad y el Ministerio de Salud no aboga por la 
salud preventiva. 

La carga en salud, en medicamentos y tratamientos 
será mucho mayor que los supuestos 375 millones que 
recibirá Panamá. 

Este contrato atenta contra la seguridad alimentaria, 
afecta la producción. 

Los contaminantes que se utilizan para procesar 
los minerales afectan el aire y con las lluvias caen a 
los sembradíos envenenando los alimentos que se 
consumen y ello incidirá en altas tasas de hipertensión 
e insuficiencia renal crónica. 

La tasa de enfermedad renal crónica es muy alta en 
Coclé, es el 60% de todo el país, en su mayoría los 
trabajadores de la mina se atienden en Coclé y no en 
Colón y no se ha investigado ese fenómeno antes de 
aprobarse el contrato. 

El Hospital de Especialidades Pediátricas reportó en 
mayo de este año que los casos de insuficiencia renal 
crónica en niños se duplicaron y la mayoría son de 
Coclé. 

La mina libera partículas que afectan más a los 
pulmones inmaduros de niñas y niños. Si esto se suma 
al daño directo de los mineros, más los niños de las 
comunidades aledañas, se condena a la muerte a miles 
de personas. 

Este contrato desconoce que, de acuerdo a la Fundación 
Ciencia en Panamá, “además del impacto ambiental y 
toxicológico de la minería, existe el daño a la salud de 
las y los trabajadores de las minas y las poblaciones 
cercanas, sobre todo en el caso de los hombres donde 
se ha revelado que 1 de cada 5 sufren de ansiedad 
o depresión, presentan disrupción social, y, además, 
sufren disminución de testosterona e infertilidad, 
mientras en las mujeres se reportan daños hormonales 
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resultando en un aumento de la tasa de abortos”. 

Este contrato viola la ley 352 de 18 de enero de 2023. 
El Gobierno se jactó en su momento diciendo que era 
la primera ley de este tipo en toda Latinoamérica. Esta 
Ley en su artículo uno “establece los lineamientos de la 
Política Agroalimentaria de Estado, para el desarrollo del 
sector agrícola y pecuario, con equidad y sostenibilidad, 
que asegura la aplicación de agro tecnología, 
productividad, competitividad, soberanía alimentaria y 
seguridad jurídica con un enfoque inclusivo, territorial 
y sostenible, orientada a la generación de empleos y 
promoción de la economía rural, la cual integra acciones 
intersectoriales, que permiten producir alimentos en 
cantidad y calidad accesibles en toda la cadena de valor 
y al consumidor” 


Soberanía 
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Tal como está el contrato se cede permanentemente el 
espacio aéreo dentro del área del proyecto. 

Este contrato leonino afianza el enclave colonial abre las 
puertas a futuras concesiones, incluida Cerro Colorado, 
y ya no sería el enclave de los 1,432 km2 que fue la 
Zona del Canal, sino que sería casi la mitad del territorio 
nacional que ha sido pedido para concesiones mineras. 
Este contrato ley es peor que el tratado Hay Bunau 
Varilla que ningún panameño firmó. 

El hecho de que en este contrato entre el Estado y la 
empresa minera se agregue ahora una cláusula sobre 
soberanía, es una prueba de que este Gobierno vendió 
a la Patria. 

Con este contrato el Estado se pone de rodillas ante la 
transnacional minera. 


Panamá, octubre de 2023. 


Panamá, 12 de octubre de 2023. 


Lic. 

Laurentino Cortizo Cohen 

Presidente de la República de Panamá 
Presidencia 


Sr. Presidente: 


Acudimos a usted tras otra gran marcha del pueblo por la 
dignidad y la soberanía nacional. Nos mueven los más altruis- 
tas sentimientos patrióticos que inspiraron a los mártires y hé- 
roes del pueblo, para exponerle nuestra posición en cuanto a 
lo que está aconteciendo con el contrato minero. 


Poderes siniestros de dentro y de fuera maniobran en la 
ilegalidad para imponer un contrato que solo puede ser com- 
parado con el tratado Hay-Bunau Varilla que ningún paname- 
ño firmó. Son los mismos poderes que, desde 1903 a esta 
época, mueven los hilos del poder en Panamá. 


TER 


El pueblo exige el cierre de la mina, se reconvierta esa área para proyectos 
sostenibles que generen empleos dignos y puedan absorber la fuerza laboral de 
la minera a la que hay que garantizar todas sus prestaciones. 


Ante el rotundo y amplio rechazo del pueblo a este nefasto 
mamotreto la Asamblea maniobró para solicitar su retiro para 
que el Ejecutivo introdujera algunos simples cambios en solo 
4 temas, que ya el Ejecutivo tenía pactado previamente con 
la empresa minera, como lo demostró la decisión del Consejo 
de Gabinete del martes 10 de octubre. Se trató de otro show 
más. Pero esta decisión no cambió un solo ápice su carácter 
leonino. Se ignoró así el anhelo nacional expresado por miles 
y miles de panameños en las calles. 


Esto es un vulgar engaño. El rechazo del pueblo es mucho 
más amplio. Al menos nosotros reconocemos más de 125 
puntos críticos del contrato expuestos por dignos panameños 
durante la celebración del primer debate en la Asamblea que 
luego se trasladó a los distritos de Donoso, Omar Torrijos y La 
Pintada, en las provincias de Colón y Coclé, respectivamente, 
algunos de los distritos más pobres del país, donde la 


Que se respete el fallo de inconstitucionalidad. 


explotación minera no les ha dado ningún beneficio. También 
reunimos importantes aportes de distinguidas personalidades 
y organizaciones populares, sociales y gremiales en 
publicaciones y comparecencias en distintos foros y medios 
de comunicación. Prácticamente no hay ninguna de sus 62 
cláusulas que no viole la Constitución y las leyes nacionales. 
Hoy son 63 cláusulas, con la que ustedes agregaron para 
enmendar la venta de nuestra soberanía. El papel aguanta 
todo, la realidad es otra. 


Lo fundamental es que este nuevo contrato nace con un pe- 
cado original. Es absolutamente ¡legal y antinacional. Es vio- 
latorio del fallo de inconstitucionalidad de la Corte Suprema 
de Justicia del contrato ley 9 de febrero de 1997, que señaló 
que, a la luz de las leyes vigentes en el momento, que nunca 
fueron derogadas, no cabía una contratación directa como in- 
sisten ustedes, sino un proceso licitatorio internacional justo. 


Por eso ustedes están en desacato, tanto el poder Legisla- 
tivo como el Ejecutivo, al no acatar el fallo de una Corte que 
se niega ahora a exigir su cumplimiento. Eso solo abona a 
la configuración de un Estado fallido, a trastocar el ordena- 
miento constitucional y a profundizar la crisis institucional que 
vivimos. 


Por ello venimos, en nombre de nuestro pueblo, a deman- 
dar que se detenga la avaricia de una empresa y sus socios 
locales que vienen operando sin contrato alguno y saquean- 
do nuestros recursos naturales de manera impune. 


Hay que parar este relajo de inmediato y que sea el pue- 
blo soberano el que decida en un referéndum, en igualdad 
de condiciones, si quiere o no un país minero. Esta delicada 
decisión no puede quedar en manos de los miembros de su 
Gabinete ni de 71 diputados. 

El país vive momentos convulsos y angustiantes. El mun- 


do se complica cada vez más con un escenario de guerras 
y graves conflictos internacionales que inciden en nuestro 
país. Se requiere proteger a los más pobres y vulnerables. Es 
imperioso, en ese sentido, retomar los acuerdos de la Mesa 
Única de Penonomé que ustedes frustraron chantajeados por 
los empresarios. El pueblo retomará más tarde que temprano 
ese espacio y exigirá otra vez: 
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Mantener el subsidio del combustible ante la subida de 
precios que ya se advierte ante la escalada de guerra 
en Oriente Medio. 

Rebaja de los precios de los artículos y servicios de 
primera necesidad. 

Una canasta básica saludable. 

Fin a los monopolios y oligopolios. 

Impedir los altos márgenes de ganancia de una mafia 
empresarial que no le importa con los sufrimientos del 
pueblo. 

Rebaja de los precios de los medicamentos y fin de la 
mafia farmacéutica. 

Estricto cumplimiento en lo referente a los acuerdos en 
Educación. 

Energía eléctrica accesible y renacionalización de las 
empresas privatizadas. 

Verdadero diálogo en la Caja de Seguro Social y no 
otro diálogo de Yo con Yo. 

Aumento de salario mínimo, pensiones y aumento de 
salario mínimo. 

Una Comisión de la Verdad sobre Corrupción, castigo 
a los corruptos y corruptores y que devuelvan lo roba- 
do. 

Un sistema colectivo de transporte justo y digno, sin 
las mafias transportistas ni plataformas digitales ilega- 
les. 


A pocos meses de concluir su periodo presidencial, tiene 


hoy la oportunidad de no ceder nuestra soberanía con el nue- 
vo contrato minero a la transnacional voraz y mínimamente 
atender los problemas que afectan a las grandes mayorías. 


El pueblo habló claro, que se cierre de inmediato la mine- 
ra, que deje de operar sin contrato y saquear impunemente 
nuestros recursos naturales, que resarza a Panamá por los 
daños causados, declarar una moratoria para la minería me- 
tálica e iniciar un debate nacional en igualdad de condiciones, 
transmitido en vivo y que sea el pueblo en un referéndum 
democrático el que tome la última decisión. 


La historia los juzgará. 
Atentamente, 
Por la Alianza Pueblo Unido por la Vida: 


Alberto Reyes 
FAT 


Marco Andrade 
CONUSI 


Eduardo Gil 
Convergencia Sindical 


Damian Castillo 
SINTUP 


Jorge Guzmán 
MOCONA-FB 


Mario Serrano 
CNTP 
Mario Almanza 


SINTE 


Rubén Castrejo 
Frente Jurídico de la Alianza 


Eduardo García 
FER-29 


Luis Sala 
Cooperativa de Transporte 


Fernando Ábrego 
ASOPROF 


Maribel Gordón 
Candidata a la Presidencia por Libre Postulación 


Fernando Cebamanos 
Presidete del Frente Amplio por la Democracia (FAD) 


Saúl Méndez Rodríguez 
SUNTRACS 
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A LA MINERIA 


Esta obra desenmascara la maniobra del Ejecutivo y de la Asamblea 
de reducir a solo 4 temas el rotundo rechazo popular al leonino 
contrato minero que ahora pretenden imponer maquillado. 


Nada de eso resolverá el problema de fondo. Y es que este contrato 
tiene más vicios de inconstitucionalidad que el anterior. 


En sus 62 cláusulas hemos logrado identificar casi 140 puntos de 
inconstitucionalidad y de ilegalidad los cuales reunimos en este 
trabajo. 


El proceder del Gobierno y la Asamblea, junto a la negativa de la 
Corte Suprema de Justicia de no exigir el acatamiento de su propio 
fallo de inconstitucionalidad, demuestra su interés de imponer el 
contrato minero a toda costa y en contra del sentir de las grandes 
mayorías. Así alinea el poder económico los poderes del Estado. 


El pueblo soberano, ante estas circunstancias, tiene todo el derecho 
a rebelarse por lo que sin duda es un desacato a la voluntad popular 
y al fallo de inconstitucionalidad de la Corte. 


Este esfuerzo es un reconocimiento a todos los panameños que, 
gracias a su participación en el primer debate de la Asamblea, en 
medios de comunicación y foros lograron despertar la conciencia 
patriótica del pueblo panameño. 


CO.N.U.SA. s 
SUNTRACS 
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